
n.º  201



EL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LOS DERECHOS 
DE LA PERSONA Y SUS PUNTOS CIEGOS EN LA CONSTITUCIÓN 

DE CÁDIZ

5HÀH[LRQHV�D�SDUWLU�GH�ORV�FRQFHSWRV�GH�1DFLyQ��QDFLRQDO�\�FLXGDGDQR

GERMÁN M. TERUEL LOZANO
Doctorando Europeo en Derecho Constitucional-Penal
Universidad de Murcia / Universidad de Bolonia
Real Colegio de España en Bolonia

RESUMEN: El presente estudio afronta el reconoci-
miento de los derechos de la persona en la Constitución de 
Cádiz de 1812 a partir de tres conceptos clave en el primer 
liberalismo constitucional: “Nación”, “nacional” y “ciuda-
dano”. Sobre la base de los mismos se pretende constatar 
la existencia de unos “puntos ciegos” en el reconocimiento 
universal de los derechos de la persona, no sólo políticos, 
sino también de aquellos derechos (tendencialmente) decla-
rados como “inherentes” a la persona y que hoy día se pue-
den considerar el germen de los actuales derechos humanos. 
La superación de tales “puntos ciegos” había sido uno de 
los más notables progreso del constitucionalismo; sin em-
bargo, como se presenta en sede de conclusiones, en el siglo 
XXI aparecen nuevas “exclusiones” y se proclaman teorías 
que vienen a negar a personas derechos esenciales a la con-
dición humana. Se trata, por tanto, de una lectura del pasa-
do que pretende ayudar a comprender los logros alcanzados 
y los riesgos de involución que sobre el constitucionalismo 
moderno penden.

ABSTRACT: The present study focuses on the recogni-
tion of the rights of the person in the Constitution of Cadiz 
RI�������VWDUWLQJ�IURP�WKUHH�NH\�FRQFHSWV�LQ�WKH�¿UVW�FRQVWL-
tutional liberalism: “Nation”, “national” and “citizen”. On 
these basis is intended to identify the existence of a “blind 
spots” in the universal recognition of the rights of the per-
son, not only political, but also of those rights (tendentially) 
declared as “inherent” in the person and which can be seen 
as the germ of current human rights. The overcoming of these 
“blind spots” had been one of the most remarkable progress 
of constitutionalism; however, as presented at conclusions, 
LQ� WKH� WZHQW\�¿UVW� FHQWXU\� QHZ� ³H[FOXVLRQV´� DSSHDUV� DQG�
new theories are proclaimed coming to deny people rights 
essential to the human condition. It is, therefore, a reading of 
the past that is intended to help understand the achievements 
made and the risks of regression that hang over the modern 
constitutionalism.



1. INTRODUCCIÓN

Recientemente hemos vivido la conmemoración del bicentenario de nuestra primera 
&RQVWLWXFLyQ�OLEHUDO�� OD�SRSXODUPHQWH�FRQRFLGD�FRPR�³/D�3HSD´��OD�JDGLWDQD�GRFHDxLVWD��\�
DSURYHFKDQGR� OD�RFDVLyQ�TXLVLHUD� UHDOL]DU�FRQ�HO�SUHVHQWH� WUDEDMR�XQD� UHÀH[LyQ�DFHUFD�GHO�
reconocimiento constitucional de los derechos de la persona en la Constitución de Cádiz, 
apuntando los primeros logros del liberalismo en esta materia, pero también siendo conscien-
tes de los puntos ciegos que todavía quedaban; de cómo, a pesar de las pretensiones de uni-
YHUVDOLGDG�PDQWHQLGDV�DO�D¿UPDU�XQDV�OLEHUWDGHV�FLYLOHV�SDUD�WRGDV�ODV�SHUVRQDV��VLQ�HPEDUJR�
permanecían todavía grupos humanos excluidos de la titularidad de lo que hoy día podemos 
considerar como el germen de los actuales derechos humanos. 

A estos efectos, se comenzará con una presentación, apegada al texto positivo de la 
Constitución gaditana, de tres importantes categorías: Nación, nacional y ciudadano. Para ver 
entonces cómo el primer constitucionalismo español, pero en general todo el pensamiento li-
beral coetáneo, distinguía dos categorías de derechos: los derechos civiles y los derechos po-
líticos. Los primeros eran reconocidos como derechos comunes y generales a favor de todos 
los españoles; mientras que los derechos políticos sólo les corresponderían a los ciudadanos, 
no siendo todos los españoles reconocidos como tales, por lo que no todos podían participar 
en los asuntos públicos. Ahora bien, a partir de este punto, se presentan algunas cuestiones a 
OD�UHÀH[LyQ��¢HVRV�GHUHFKRV�FLYLOHV�TXH�HUDQ�SURFODPDGRV�XQLYHUVDOHV�HQ�UHDOLGDG�TXHGDEDQ�
reconocidos a todas las personas? ¿Cuáles eran los puntos ciegos tanto en el reconocimiento 
de derechos políticos como civiles? Algo a lo que trataré de dar respuesta en el presente estu-
dio, aunque de manera simplemente introductoria a esta problemática que sin duda es mucho 
más compleja de lo que aquí puede ser afrontado.

(Q�VHGH�GH�FRQFOXVLRQHV��SRU�~OWLPR��UHDOL]DUp�XQD�UHÀH[LyQ�SUR\HFWDGD�D�QXHVWURV�GtDV��
donde, partiendo de las consideraciones realizadas sobre el reconocimiento constitucional de 
ORV�GHUHFKRV�GH�OD�SHUVRQD��SRGHU�D¿UPDU�OD�LPSRUWDQFLD�TXH�GHEHQ�WHQHU�ORV�PLVPRV�SDUD�TXH�
no puedan reaparecer en nuestro tiempo –bien que bajo otras apariencias- puntos ciegos que 
tanto ha costado iluminar en la senda del constitucionalismo liberal de los dos últimos siglos.

2.2. Nación, nacionalidad y ciudadanía en la Constitución de Cádiz de 1812
2.1. La Nación española
/D�&RQVWLWXFLyQ�GH�&iGL]�GHGLFD�VX�7tWXOR�,�D�OD�³1DFLyQ�HVSDxROD´�\�D�ORV�³HVSDxROHV´��

La Nación española era el ente al que la Constitución le atribuía la soberanía, el poder su-
SUHPR�GH�OD�VRFLHGDG�HQ�YLUWXG�GHO�FXDO�OH�FRUUHVSRQGtD�³HO�GHUHFKR�GH�HVWDEOHFHU�VXV�OH\HV�



fundamentales” (art. 3)129, y lo hacía utilizando un término de profunda raigambre histórica, 
HO�GH�³OH\HV�IXQGDPHQWDOHV´��TXH�VH�UHODFLRQD�FRQ�HO�FRQFHSWR�GH�³OH\HV�IXQGDPHQWDOHV�GHO�
5HLQR´�\�VH�YLQFXOD�DVt�FRQ�OD�SURSLD�WUDGLFLyQ�HVSDxROD��PXHVWUD�GHO�³KLVWRULFLVPR�QDFLRQD-
lista y el ideal restaurador” que caracteriza a los liberales doceañistas130. 

$�OD�1DFLyQ�OH�FRUUHVSRQGtD��WDO�\�FRPR�GLFWD�HO�DUW�����³FRQVHUYDU�\�SURWHJHU�SRU�OH\HV�
sabias y justas la libertad civil, la propiedad, y los demás derechos legítimos de todos los in-
dividuos que la componen”; utilizando aquí, nuevamente, unos términos que no son inocuos: 
OD�1DFLyQ�GHEtD�³SURWHJHU´�OD�OLEHUWDG�FLYLO�\�RWURV�OHJtWLPRV�GHUHFKRV��QR�ORV�FRQVWLWXtD��VLQR�
que éstos eran preexistentes y les correspondían a todos los españoles –es decir, los indivi-
duos que la integraban-, algo sobre lo que abundaré con posterioridad.

3XHV�ELHQ��OD�1DFLyQ�HUD�GH¿QLGD�HQWRQFHV�FRPR�³OD�UHXQLyQ�GH�WRGRV�ORV�HVSDxROHV�GH�
ambos hemisferios” (art. 1), si bien, matiza y añade que a ninguno pertenece. La Constitución 
DVXPtD�DVt�HQ�VX�DUW����TXH�OD�1DFLyQ�HVSDxROD�HUD�³OLEUH�H�LQGHSHQGLHQWH´�\�QR�SRGtD�VHU�SD-
trimonio de nadie, ni persona ni familia. 

3RU�~OWLPR��VHxDODU�TXH�D�OD�KRUD�GH�LQWHUSUHWDU�OD�GH¿QLFLyQ�GH�OD�1DFLyQ�FRPR�UHXQLyQ�
de todos los españoles, surgen dos líneas encontradas: la que entiende que ésta no se puede 
LGHQWL¿FDU�FRQ�HO�3XHEOR��VLQR�TXH�FRQVWLWX\H�XQ�HQWH�LQGLYLVLEOH�\�GH�H[LVWHQFLD�SXUDPHQ-
te ideal –lo que conectaría con el pensamiento revolucionario francés y en particular con 
Sieyes-, y la que mantiene que la Constitución aquí reconocería la Nación como el agregado 
de los españoles, en tanto que individuos que la integran, entroncando así con la tradición 
española de las Partidas131.

2.2. Los españoles como sujetos integrantes de la Nación
En el Capítulo II se concretan aquellos que van a ser los españoles, quiénes integran la 

base subjetiva de la Nación. En este sentido, en primer lugar el artículo 5 establece que serán 
HVSDxROHV�³WRGRV�ORV�KRPEUHV�OLEUHV�QDFLGRV�\�DYHFLQGDGRV�HQ�ORV�GRPLQLRV�GH�ODV�(VSDxDV��\�

129 � �(Q�UHDOLGDG�HO�DUW����GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�JDGLWDQD�GLFH�FRQFUHWDPHQWH�TXH�³/D�VREHUDQtD�UHVLGH�HVHQFLDO-
mente en la Nación” –cursivas mías-; si bien en el Decreto de las Cortes de Cádiz de 1810 se predicaba de que la 
VREHUDQtD�UHVLGLUtD�³H[FOXVLYDPHQWH´�HQ�OD�1DFLyQ��8Q�PDWL]�TXH�KD�OOHYDGR�D�XQ�VHFWRU�GRFWULQDO�D�SODQWHDUVH�VL�OD�
Constitución pudiera estar reconociendo una suerte de soberanía compartida Rey-Nación y no la tan proclamada 
³VREHUDQtD�QDFLRQDO´��(Q�JHQHUDO�� VREUH�HO�FRQFHSWR�GH�QDFLyQ�\�GH�VREHUDQtD�QDFLRQDO�HQ�&iGL]��YLG��9$5(/$�
SUANCES-CARPEGNA, J.: La Teoría del Estado en los orígenes del constitucionalismo hispánico (Las Cortes de 
Cádiz). Madrid: Centro de Estudios Constitucionales, 1982, especialmente los capítulos cuarto y quinto. También, 
del mismo autor: Id.: La teoría del Estado en las Cortes de Cádiz. Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitu-
cionales, 2011, en particular los capítulos segundo y cuarto.

130   La expresión es utilizada por VALERA SUANCES-CARPEGNA como título al apartado que dedica 
a esta cuestión en: Política y Constitución en España (1808-1978). Madrid: Centro de Estudios Políticos y Cons-
WLWXFLRQDOHV��������SS���������7DPELpQ��YLG��52'5Ë*8(=��-��(���³/D�FLXGDGDQtD�\�OD�&RQVWLWXFLyQ�GH�&iGL]´��HQ�
FRASQUET, I. (coord.): Bastillas, cetros y blasones. Madrid: MAPFRE–Instituto de Cultura, 2006, p. 40

131   Sosteniendo la Nación como sujeto indivisible de existencia ideal, vid. VARELA SUANZES-CARPEG-
NA, J.: La Teoría del Estado en los orígenes…op. cit., pp. 249 y ss.; y, Id.: Política y Constitución…op. cit., pp. 
452-455. 



los hijos de estos”. Ya desde un comienzo se observa, por tanto, cómo no todas las personas 
naturales del territorio –o los territorios- de España eran admitidas como españoles.

$Vt�ODV�FRVDV��OD�SULPHUD�GXGD�VXUJH�DQWH�OD�H[SUHVLyQ�³KRPEUHV´�\�OOHYD�D�SUHJXQWDUQRV�
si esta referencia debe entenderse en sentido estricto, de manera que sólo serán nacionales 
los varones, o sí se utiliza aquí el masculino en sentido neutro plural y, por tanto, también 
las mujeres serían admitidas como tales. Según apunta un sector doctrinal, parece que las 
mujeres quedaban excluidas de su consideración como nacionales, no eran admitidas como 
³HVSDxRODV´�132. Abonaría esta posición si atendemos a algunas de las obligaciones que la 
Constitución imponía a aquellos que son españoles, especialmente la obligación a contribuir 
¿VFDOPHQWH�SDUD�ORV�JDVWRV�GHO�(VWDGR��DUW�����\�OD�REOLJDFLyQ�GH�WRGR�HVSDxRO�GH�GHIHQGHU�OD�
patria con las armas (art. 9); las cuales, en principio, sólo resultaban exigibles a los varones. 
Sin embargo, el Capítulo II también recoge otras obligaciones para los españoles de las que 
QR�FDEUtD�H[FOXLU�D�ODV�PXMHUHV��FRPR�VHUtDQ�ODV�LPSXHVWDV�SRU�HO�DUW����±ORV�GHEHUHV�GH�³DPRU�
D�OD�SDWULD´�\�GH�VHU�³MXVWRV�\�EHQp¿FRV´���\�ODV�GHO�DUW����TXH��HQ�VHQWLGR�VLPLODU��GHWHUPLQDED�
OD�REOLJDFLyQ�GH�VHU�³¿HO�D�OD�&RQVWLWXFLyQ´�\�GH�REHGHFHU�\�UHVSHWDU�ODV�OH\HV�\�DXWRULGDGHV��
,QFOXVR� GHQWUR� GH� DTXHOODV� TXH� YLHQHQ� HQWHQGLGDV� GH� H[LJHQFLD� ³H[FOXVLYD´� D� ORV� YDURQHV�
WDPELpQ�KDEtD�H[FHSFLRQHV��(UD�HO�FDVR��SRU�HMHPSOR��GH�ODV�PXMHUHV�TXH�HUDQ�³MHIHV�GH�ID-
milia”, las cuales podían disponer de un patrimonio por el cual debían tributar133. De hecho, 
abundando en la posición de que las mujeres sí que deberían ser consideradas dentro de la ca-
tegoría de españoles, el art. 20 de la Constitución establecía como uno de los requisitos para 
TXH�XQ�H[WUDQMHUR�SXGLHUD�REWHQHU�OD�FLXGDGDQtD�HVSDxROD�HO�³HVWDU�FDVDGR�FRQ�HVSDxROD´134. 
Parecería, por tanto, que un reconocimiento de las mismas sí que existía, aunque éste no fuera 
SOHQR�\��FRPR�VH�YHUi��HQ�PXFKRV�FDVRV�³WXWHODGR´�

Por otro lado, además de hombres –¿varones y mujeres?-, la Constitución exigía también 
TXH�SDUD�VHU�UHFRQRFLGR�FRPR�HVSDxRO�VH�KD�GH�VHU�³OLEUH´��'H�HVWD�PDQHUD��D�FRQWUDULR��OD�
Constitución admitía la existencia de la esclavitud –o al menos la daba por supuesta-, y, re-
conocida ésta, lo que hacía era excluir de la condición como nacionales a aquellos que fueran 
esclavos. Parece que esta exclusión no plantea ningún género de dudas. Los esclavos, en el 
PDUFR�GHO�FRORQLDOLVPR��HUDQ�PHUDV�³PHUFDQFtDV´�\�SRU�HOOR�TXHGDEDQ� IXHUD�GH�FXDOTXLHU�
consideración, se trataba de una condición infamante.

Por último, para ser español la constitución imponía, además, el haber nacido en los 
GRPLQLRV�GH�ODV�(VSDxDV�\�HVWDU�DYHFLQGDGR�HQ�ORV�PLVPRV��/RV�WHUULWRULRV�GH�ODV�³(VSDxDV´�
YHQGUtDQ�GH¿QLGRV�HQ�HO�DUW�����GH�OD�PLVPD�&RQVWLWXFLyQ��eVWD�UHFRQRFtD�WRGRV�ORV�WHUULWRULRV�
GH�GRPLQLR�HVSDxRO�SHQLQVXODU��DPHULFDQR��GH�ODV�LVODV�GHO�3DFt¿FR�\�GHO�$WOiQWLFR�\�GH�$VLD�

132 � �3RU�WRGRV��&/$9(52��%���³&DUD�RFXOWD�GH�OD�&RQVWLWXFLyQ��VH[R�\�WUDEDMR´��5HYLVWD�GH�ODV�&RUWHV�*HQH-
UDOHV��������Q������SS���������(Q�HO�PLVPR��%��&/$9(52�D¿UPD�GH�PDQHUD�FRQWXQGHQWH��³VH�GLFH�KRPEUH�SRUTXH�VH�
excluye a la mujer; se habla en masculino porque se elimina el femenino; se predica un sujeto español porque no se 
considera siquiera la posibilidad de que la española entre” (p. 12).

133   A este respecto, vid. RODRIGUEZ , J. E.: ob. cit., p. 50

134   Íbidem, p. 44.



–Filipinas-. Serían los que, en su artículo primero (y también en el décimo octavo), denomi-
QDED�FRPR�ORV�GRPLQLRV�HVSDxROHV�GH�³DPERV�KHPLVIHULRV´135. 

Más allá del ser nacido en los dominios españoles, se exigía estar avecindado en alguno 
GH�HVWRV�WHUULWRULRV��$XQTXH�OD�YHFLQGDG�VH�GH¿QtD�FRPR�OD�PHUD�UHVLGHQFLD�HQ�XQ�OXJDU��HQ�
este contexto se podría considerar que este término conllevaría además la exigencia de que 
H[LVWLHUD�XQD�LGHQWL¿FDFLyQ�FRQ�HO�SXHEOR�R�OD�FLXGDG�HQ�OD�TXH�VH�YLYtD�\�FRQ�OD�FXDO�VH�FXP-
plían determinadas obligaciones esenciales136. La vecindad serviría así como una cierta exi-
gencia para asegurar que los individuos considerados nacionales se encontraban integrados 
HQ�OD�HVWUXFWXUD�SROtWLFD��HV�GHFLU��SDUD�TXH�FRPSDUWLHUDQ�OD�³FXOWXUD�SROtWLFD´�GH�OD�1DFLyQ��(O�
requisito de la vecindad planteaba entonces un problema básicamente con el colectivo de los 
indios. Los indios, con carácter general, sí que iban a admitirse como nacionales españoles. 
Y es que ya desde el testamento de Isabel la Católica estos eran considerados tan vasallos 
FRPR�ODV�SREODFLRQHV�SROtWLFDPHQWH�VXMHWDV�D� OD�0RQDUTXtD��GH�PDQHUD�TXH�³OD�5HS~EOLFD�
GH� ORV� ,QGLRV´� IXHUD�SDUWH� GHO� FXHUSR�SROtWLFR� LJXDO� TXH� OD� ³5HS~EOLFD�GH� ORV�(VSDxROHV´��
ÒQLFDPHQWH�TXHGDEDQ�HQWRQFHV�IXHUD�ORV�³LQGLRV�EUDYRV´��WDPELpQ�FRQRFLGRV�FRPR�³LQGLRV�
EiUEDURV´�R�³LQGLRV�GH�IURQWHUD´��TXH�SHUPDQHFtDQ�DXWyQRPRV�UHVSHFWR�GH�OD�HVWUXFWXUD�SR-
lítica137. Sobre estos indios bárbaros se ejercía entonces una suerte de protectorado y se 
pretendía su educación para insertarlos en la sociedad de la que, de momento, permanecerían 
excluidos138. 

Amén de este grupo de naturales españoles, la Constitución en su art. 5 también asume 
como tales a otros tres colectivos: a) aquellos extranjeros que hubieran obtenido por las 
Cortes carta de naturaleza; b) a quienes, sin ella, hubieran vivido durante al menos diez años 

135   Se levanta aquí una cierta polémica terminológica. B. CLAVERO insiste en que para la Constitución 
JDGLWDQD�KDEtD�HQ�UHDOLGDG�³WUHV�KHPLVIHULRV�JHRJUi¿FRV��(XURSD�R�OD�(VSDxD�HXURSHD��8OWUDPDU�R�ODV�,QGLFDV��HVWR�
HV�GRQGH�VH�HQFRQWUDEDQ�ORV�³GRPLQLRV�HVSDxROHV´�GH�$PpULFD�\�$VLD��\��HQ�WHUFHU�OXJDU��ÈIULFD�R�HO�ÈIULFD�VXE-
VDKDULDQD´��/D�FRQVHFXHQFLD�GH�HOOR�SDUD�%��&/$9(52�HUD�TXH�³VyOR�GRV�KHPLVIHULRV�GH�HQWUH�ORV�WUHV�PHUHFtDQ�
LGHQWL¿FDUVH�FRPR�SLH]DV�LQWHJUDQWHV�GHO�XQLYHUVR�KXPDQR´���³+HPLVIHULRV�GH�FLXGDGDQtD��&RQVWLWXFLyQ�HVSDxROD�HQ�
la América indígena”, en ÁLVAREZ JUNCO, J. y MORENO LUZÓN, J. (eds.), La Constitución de Cádiz: historio-
grafía y conmemoración. Homenaje a Francisco Tomás y Valiente. Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitu-
cionales, 2006, pp. 104-106). Por su parte, aunque asumiendo las conclusiones del Prof. CLAVERO, la investigado-
ra H. TATEISHI considera que el concepto de ambos hemisferios era mucho más simple (La Constitución de Cádiz 
de 1812 y los conceptos de Nación/Ciudadano [en línea]. Grupo de Estudios Mediterráneos de la Universidad de 
+LWRWVXEDVKL�� ������ S�� ���'LVSRQLEOH� HQ�� KWWS���ZZZ�D�ELJOREH�QH�MS�aKLURWDWH�KLUR�HV�DUW�KLUR�0HGLWHUUDQHDQ���
:RUOG���;,;��� 7DWHLVKL�SGI��

136   A este respecto véase, RODRIGUEZ, J. E.: ob. cit. p. 41 y ss.

137 � �(Q�HVWH�VHQWLGR��YpDVH�48,-$'$��0���³8QD�&RQVWLWXFLyQ�VLQJXODU��/D�&DUWD�JDGLWDQD�HQ�SHUVSHFWLYD�
comparada”. Revista de indias. 2008, vol. LXVIII, nº. 242, p. 31.

138 � �$Vt��SRU�HMHPSOR��HO�DUW�����������GHWHUPLQDED��³/DV�GLSXWDFLRQHV�GH�ODV�SURYLQFLDV�GH�8OWUDPDU�YHODUiQ�
VREUH�OD�HFRQRPtD��yUGHQ�\�SURJXHVRV�GH�ODV�PLVLRQHV�SDUD�OD�FRQYHUVLyQ�GH�ORV�LQGLRV�LQ¿HOHV��FX\RV�HQFDUJDGRV�OHV�
darán razon de sus operaciones en este ramo, para que se eviten los abusos: todo lo que las diputaciones pondrán en 
QRWLFLD�GHO�JRELHUQR´��VLF���SRQLHQGR�GH�PDQL¿HVWR�FyPR�ORV�LQGLRV�EiUEDURV�TXHGDEDQ�WXWHODGRV�SRU�ODV�PLVLRQHV��
las cuales a su vez debían rendir cuentas a las diputaciones.



en algún pueblo de la Monarquía; y, por último, c) a los libertos desde que adquirieran la 
libertad en territorio de las Españas (art. 5.3).

Por tanto, en general, y con las exclusiones antes mencionadas –mujeres (¿?), esclavos e 
LQGLRV�EUDYRV���SRGHPRV�D¿UPDU�TXH�OD�1DFLyQ�DEDUFDED�D�WRGRV�ORV�QDWXUDOHV�\�QDWXUDOL]DGRV�
GHO�WHUULWRULR�LQFOXLGR�HQ�ORV�GRPLQLRV�GH�(VSDxD�HQ�³DPERV�KHPLVIHULRV´��

2.3. Los ciudadanos de la Nación
De entre todos los individuos integrantes de la Nación no todos los españoles iban a ser 

reconocidos por la Constitución gaditana como sujetos políticos, ni iban a poder disfrutar por 
tanto del derecho al sufragio activo y pasivo en las elecciones a diputados en Cortes. Entraba 
HQWRQFHV�HQ�MXHJR�HO�FRQFHSWR�GH�³FLXGDGDQR´��

El Capítulo IV del Título I de nuestra Constitución doceañista, en su art. 18 disponía 
TXH�VHUtDQ�FLXGDGDQRV�³ORV�HVSDxROHV�TXH�SRU�DPEDV�OtQHDV�WUDHQ�VX�RULJHQ�GH�ORV�GRPLQLRV�
españoles de ambos hemisferios, y están avecindados en cualquier pueblo de los mismos do-
minios”. De esta suerte, la Constitución reconocía potencialmente como ciudadanos a todos 
los españoles con origen por ambas líneas en dominios españoles. Ello dejaba excluidos de 
la ciudadanía, en principio, a los originarios y descendientes de África. Una exclusión que 
VHJ~Q�%��&/$9(52�UHVXOWDED�GH�tQGROH�³UDFLVWD´�DO�H[WHQGHUVH�D�ORV�DIURDPHULFDQRV�LQFOXVR�
cuando no fueran esclavos139. A esta exclusión habría que unir todos aquellos grupos que ya 
SUHYLDPHQWH�KDEtDQ�TXHGDGR�IXHUD�GH�VX�LQWHJUDFLyQ�FRPR�³HVSDxROHV´�±HVFODYRV�H�LQGLRV�
bravos-. 

En este punto hay que tener en cuenta que, en lo referido a la ciudadanía, la exclusión de 
las mujeres sí que es clara. Del propio tenor de los preceptos del Capítulo IV se observa sin 
GXGD�TXH�YDQ�UHIHULGRV�D�ORV�³HVSDxROHV´�HQ�HO�VHQWLGR�HVWULFWR�GH�ORV�YDURQHV��$Vt��SRU�HMHP-
plo, se ha señalado anteriormente el art. 20 que permitía adquirir la ciudadanía al extranjero 
³FDVDGR�FRQ�HVSDxROD´�±\�QR�D� OD�H[WUDQMHUD�FDVDGD�FRQ�HVSDxRO���3HUR��DGHPiV��FRPR�VH�

139   Sobre esta cuestión, vid. CLAVERO, B.: Constitución de Cádiz y ciudadanía de México [en línea]. 
[2010], p. 7. Disponible en: http://clavero.derechosindigenas.org/?page_id=276.

8Q�FDUiFWHU�GLVFULPLQDWRULR�TXH�VH�SRQH�GH�PDQL¿HVWR�HQ�HO�SURSLR�GLVFXUVR�SUHOLPLQDU�GH�$��$5*h(//(6�DO�
SUHVHQWDU�HO�SUR\HFWR�GH�&RQVWLWXFLyQ��³(O�LQPHQVR�Q~PHUR�GH�RULJLQDULRV�GH�ÈIULFD�HVWDEOHFLGRV�HQ�ORV�SDtVHV�GH�
ultramar, sus diferentes condiciones, su estado de civilización y cultura que en la mayor parte de ellos se halla en 
el día, han exigido mucho cuidado y diligencia para no tener que agravar su actual situación, ni comprometer por 
otro lado el interés y seguridad de aquellas vastas provincias. Consultando con mucha madurez los intereses recí-
procos del Estado en general y de los individuos en particular, se ha dejado abierta la puerta a la virtud, al mérito y a 
aplicación para que los originarios del África vayan entrando oportunamente en el goce de los derechos de ciudad” 
–cursivas mías-. 

1R�REVWDQWH��VH�WUDWDED�GH�XQ�UDFLVPR�TXH�QR�HUD�DXWyFWRQR�GH�QXHVWUR�SDtV��VLQR�TXH��WDO�\�FRPR�D¿UPD�0��
48,-$'$��HQ������QR�KDEtD�QLQJXQD�&DUWD�FRQVWLWXFLRQDO�TXH�³LQFRUSRUDUD�H[SOtFLWDPHQWH�D�OD�SREODFLyQ�OLEUH�GH�
RULJHQ�DIULFDQR�HQ�OD�¿JXUD�FROHFWLYD�H�LQGLYLVLEOH�GH�³SXHEOR�VREHUDQR´��QL�PXFKR�PHQRV�OH�JDUDQWL]DED�HO�HMHUFLFLR�
de los derechos políticos”. De hecho no fue, en el ámbito comparado, hasta 1868, cuando con la incorporación de la 
OODPDGD�����HQPLHQGD�D�OD�&RQVWLWXFLyQ�QRUWHDPHULFDQD�VH�OH�RWRUJDED�HQWRQFHV�GHUHFKRV�GH�FLXGDGDQtD�D�³WRGDV�ODV�
personas nacidas o naturalizadas en los Estados Unidos” y se eliminaban así todas las restricciones impuestas a los 
hombres de ascendencia africana (ob. cit., pp. 27 y 28).



verá más adelante, el contenido propio de los derechos de ciudadanía –derechos políticos y 
ejercicio de empleos municipales-, tampoco cabe duda de que estaban vedados a las mujeres.

Por otro lado, el requisito de la vecindad se podría, en principio, subsumir dentro del 
propio de ser español, ya que para tener esta consideración se requería igualmente estar ave-
cindado en los dominios españoles. En concreto, el artículo 18 precisaba que los ciudadanos 
GHEtDQ�HVWDU�³DYHFLQGDGRV�HQ�FXDOTXLHU�SXHEOR�GH�ORV�PLVPRV�GRPLQLRV´��PLHQWUDV�TXH�HO�DUW��
���UHIHULGR�D�ORV�HVSDxROHV��GHFtD�VLPSOHPHQWH�³DYHFLQGDGRV�HQ�ORV�GRPLQLRV�GH�ODV�(VSDxDV´��
si bien, en cualquier caso, no creo que la diferencia de dicción deba dar lugar a ninguna dis-
tinción sustantiva. Para ser español se requería estar avecindado en los dominios españoles y 
ello implica tener la vecindad en alguno de sus pueblos. Para ser ciudadano, se requería ser 
español y se enfatiza simplemente que se requiere la vecindad140. 

Los siguientes artículos (arts. 19 a 22) recogen entonces algunos supuestos excepcionales 
donde se va a reconocer la ciudadanía a ciertos sujetos concretos que quedaban excluidos 
con carácter general. Así, los arts. 19 y 20 permiten la concesión por las Cortes de una carta 
especial de ciudadano a ciertas personas –por ejemplo, los varones extranjeros casados con 
española y que hubieran traído a España alguna invención o adquirido bienes raíces por los 
que pagaran contribuciones, o por haber hecho servicios señalados a la Nación-. El art. 21 
reconoce la posibilidad de otorgar la ciudadanía a los hijos legítimos de extranjeros domici-
liados en las Españas, con ciertos requisitos también. Y, muy importante, conforme al art. 22 
los españoles originarios del África, por tanto personas libres, podrían acceder a la ciudada-
QtD�D�WUDYpV�GH�XQ�FRPSOHMR�SURFHVR�HQ�HO�TXH�VH�YDORUDED�VX�³YLUWXG�\�PHUHFLPLHQWR´�FRPR�
ciudadanos. 

La ciudadanía era un estatuto que, por otro lado, podía perderse. El art. 24 recogía en-
tonces una serie de causas tasadas que eran determinantes de la pérdida de la nacionalidad. 
Así, entre otras, por adquirir la naturaleza en país extranjero o por admitir empleo de otro 
gobierno.

Pero, además, aun cuando una persona fuera reconocida como ciudadana y sin perder la 
misma, el ejercicio de sus derechos como tal quedaba suspendido si no se cumplían una serie 
de requisitos de capacitación personal, que eran recogidos de manera taxativa en el art. 25. 
Entre los mismos, la ciudadanía podía quedar suspendida en virtud de una sentencia judicial 
por incapacitación física o moral; por encontrarse en estado de deudor quebrado o de deudor 
D�ORV�FDXGDOHV�S~EOLFRV��SRU�QR�WHQHU�HPSHOR��R¿FLR�R�PRGR�GH�YLYLU�FRQRFLGR��R�SRU�KDOODUVH�
procesado criminalmente.

'HVWDFD�HQWUH�ODV�FDXVDV�TXH�GHWHUPLQDEDQ�HVWD�VXVSHQVLyQ�OD�GH�³HVWDGR�GH�VLUYLHQWH�GR-
méstico”. Un término cuya interpretación ha levantado una cierta polémica sobre si esta cau-
sa de suspensión se debía extender a todos los trabajadores por cuenta ajena o simplemente 

140   B. CLAVERO plantea la posible exclusión como ciudadanía a los gitanos, en tanto que grupo trashu-
PDQWH�TXH�QR�VH�HQFRQWUDED�DYHFLQGDGR�HQ�QLQJXQD�SDUURTXLD�HQ�FRQFUHWR��³+HPLVIHULRV�GH�FLXGDGDQtD«RS��FLW�´��
p. 106).



a aquellos que realizaban sus actividades en el estricto ámbito doméstico141. A este respecto 
resulta de interés atender a los debates constituyentes en donde se suprimió de la versión 
LQLFLDO�OD�UHGDFFLyQ�GH�³SRU�HO�HVWDGR�GH�VLUYLHQWH�D�VROGDGD�GH�RWUR´��SDUD�FDPELDUOR�SRU�OD�
IyUPXOD�³HVWDGR�GH�VLUYLHQWH�GRPpVWLFR´��'H�HVWD�PDQHUD��FRPR�H[SUHVy�HO�OLEHUDO�*2/)Ë1��
VH�HYLWDED�HQWRQFHV�TXH�VH�VXVSHQGLHUDQ�³ORV�GHUHFKRV�GH�FLXGDGDQtD�D�PXFKRV�LQGLYLGXRV�
utilísimos al Estado, tales como los apeadores de cortijos, los mayorales y otros varios de-
pendientes de los labradores hacendados, los empleados de fábricas, los cajeros de las casas 
de comercio, etc., los cuales todos sirven a soldada de otro”142.

La última causa que la Constitución reconoce como determinante de la suspensión de la 
ciudadanía era el no saber leer ni escribir, pero ésta sólo se exigiría a partir del año 1830 a 
quienes de nuevo entraran en el ejercicio de los derechos ciudadanos. Por tanto, se trató de 
una causa que no llegó a tener vigencia, habida cuenta de la vida de esta Constitución, aunque 
SRQtD�GH�PDQL¿HVWR�OD�YROXQWDG�GH�ODV�&RUWHV�JDGLWDQDV�GH�H[LJLU�HO�FRQRFLPLHQWR�GHO�FDVWHOOD-
no y de tener unos mínimos educativos para poder ejercer la ciudadanía. Algo que, por otro 
lado, hubiera requerido de una profunda acción.

Asimismo, y aunque no se exigía expresamente, un sector doctrinal viene entendiendo 
que el profesar la religión católica constituía un requisito necesario para acceder a la ciudada-
nía143. Es cierto que la religión católica era reconocida como la propia de la Nación española 
y quedaba prohibido el ejercicio de cualquier otra (art. 12), e, incluso, se ha de recordar que 
para poder concurrir a las elecciones, activa o pasivamente, se exigía estar avecindado en una 
parroquia (art. 35) y el procedimiento electoral se revestía de toda una serie de solemnidades 
religiosas144. Ahora bien, por el contrario, se ha de tener en cuenta que en ninguno de los 
artículos referidos a la ciudadanía la Constitución menciona la religión. Ni siquiera en los 
artículos 24 y 25, que eran causas tasadas, permiten la pérdida o suspensión de la condición 

141   En este sentido, vid. VARELA SUANZES-CARPEGNA, J., Política y Constitución…op. cit., pp. 457 y 
VV��7DPELpQ��FIU��&/$9(52��%���³$PRV�\�VLUYLHQWHV��¢SULPHU�PRGHOR�FRQVWLWXFLRQDO"��$QXDULR�GH�+LVWRULD�GHO�'HUH-
cho español. 1986, t. 66., pp. 995-1016. Disponible en: http://clavero.derechosindigenas.org/?page_id=276; donde 
B. CLAVERO mantiene que esta expresión incorporaba, en esos momentos, la acepción de trabajador asalariado. 
Un artículo que escribe en contestación a FIESTAS LOZAS que había mantenido una interpretación restrictiva de la 
expresión, circunscribiéndola únicamente a aquellos que trabajan en el ámbito estrictamente doméstico, del hogar. 

142 � �&LWD�WRPDGD�GH�9$5(/$�68$1=(6�&$53(*1$��-���³3URSLHGDG��FLXGDGDQtD�\�VXIUDJLR�HQ�HO�FRQVWLWX-
cionalismo español (1810-1845). Historia Constitucional [en línea]. Apart. 11. Disponible en: http://hc.rediris.es/06/
articulos/pdf/05.pdf.

143 � �(Q�HVWH�VHQWLGR��7$7(,6+,�RIUHFH�HO�SRVLFLRQDPLHQWR�GH�XQ�VHFWRU�GRFWULQDO�TXH�D¿UPD�OD�LPSRUWDQFLD�
que tenía el catolicismo en el proyecto de construcción nacional gaditano (op. cit., pp. 5 y 6). VARELA SUANZES-
&$53(*1$��SRU�VX�SDUWH�\�VLQ�DVXPLU�TXH�HO�FDWROLFLVPR�IXHUD�EDVH�GHO�SUR\HFWR�GH�&iGL]��VH�UH¿HUH�HQ�FRQFUHWR�
DO�DUW�����\�OR�LQWHUSUHWD�FRPR�XQD�³GRORURVD�FRQFHVLyQ�D�ORV�GLSXWDGRV�UHDOLVWDV�\��HQ�UHDOLGDG��D�OD�PD\RUtD�GH�ORV�
españoles, muy alejados de las ideas de tolerancia en materia religiosa y partidarios de la tradicional confesionalidad 
católica del Estado” (Política y Constitución…op. cit., p. 114).

144 � �/DV�MXQWDV�HOHFWRUDOHV�GH�ODV�SDUURTXLDV�HVWDEDQ�SUHVLGLGDV�SRU�XQ�MHIH�SROtWLFR�R�SRU�HO�DOFDOGH��³FRQ�
asistencia del cura párroco para mayor solemnidad” (art. 46). Llegada la hora de la reunión, los concurrentes debían 
SDVDU�D�OD�SDUURTXLD�HQ�OD�TXH�VH�FHOHEUDUtD�XQD�³PLVD�VROHPQH�GH�(VStULWX�6DQWR´��R¿FLDGD�SRU�HO�SiUURFR�TXLHQ��
además, debía hacer un discurso correspondiente a las circunstancias (art. 47), y, al terminar, los componentes de la 
junta debían volver a la parroquia donde cantarían un Te-Deum (art. 58).



de ciudadano por no ser o renunciar a la fe católica. A mayor abundamiento, en el artículo 30 
OD�&RQVWLWXFLyQ�VH�UH¿HUH�DO�FyPSXWR�GH�OD�SREODFLyQ�GH�ORV�GRPLQLRV�HXURSHRV�UHPLWLpQGRVH�
al censo de 1797, que se trataba ya de un censo civil, a pesar de que todavía había requerido 
para su formación de una colaboración de registros parroquiales y episcopales –únicos exis-
WHQWHV�HQ�HVH�PRPHQWR���<��SRU�OR�TXH�KDFH�D�ODV�UHIHUHQFLDV�D�ODV�³SDUURTXLDV´��ELHQ�SDUHFH�
que las mismas son utilizadas como una mera demarcación territorial145. 

Por último, para ser elegido diputado a Cortes el art. 92 de la Constitución imponía tam-
ELpQ�TXH�VH�GHEtD�³WHQHU�XQD�UHQWD�DQXDO�SURSRUFLRQDGD��SURFHGHQWH�GH�ELHQHV�SURSLRV´��VL�
bien, conscientes de las limitaciones a las que estaban sujetas los españoles en esos momen-
tos de la invasión francesa, también quedaba suspendida sine die tal exigencia (art. 93)146.

En resumen, ciudadanos, aquellos que gozaban de los derechos políticos –además de ser 
los únicos que podían ocupar los empleos municipales-, sólo serían los varones, católicos 
(¿?), libres, originaros por las dos líneas de las Españas y con vecindad en sus dominios, que 
no fueran sirvientes domésticos y que tuvieran una cultura y, en general, una aptitud moral. 
Quedaban excluidos las mujeres, los esclavos y los indios bárbaros. Y a ello se sumaban, 
como se decía, servidores domésticos y otros sujetos sin capacidad económica o moral. Los 
originarios africanos, aun cuando fueran libertos, tampoco eran reconocidos como ciudada-
QRV��D�VDOYR�DTXHOORV�TXH�FRQVLJXLHUDQ�WDO�HVWDWXV�D�WUDYpV�GHO�GLItFLO�SURFHGLPLHQWR�GH�³OD�
virtud y el merecimiento”.

De esta manera, siguiendo a B. CLAVERO, es cierto que nos encontraríamos ante una 
³GHPRFUDFLD�GH�SDGUHV�GH�IDPLOLD��HFRQyPLFDPHQWH�DXWyQRPDV�\�SROtWLFDPHQWH�LJXDOHV´147. 
Ahora bien, puesta en su contexto histórico, no cabe negar la amplia vocación de nuestra 
Constitución gaditana por extender el reconocimiento de la ciudanía y de los derechos polí-
WLFRV��&RPR�D¿UPD�-��(��52'5Ë*8(=��D�SHVDU�GH�ODV�H[FOXVLRQHV��³OD�&RQVWLWXFLyQ�GH������
introdujo el sufragio más extenso del mundo”148��$OJR�TXH�FRQ¿UPD�HO�SURSLR�%��&/$9(52�
cuando señala que ni los estadounidenses ni los revolucionarios franceses habrían siquiera 
LPDJLQDGR�³XQD�FRQFHSFLyQ�\�FRQ¿JXUDFLyQ�GH�XQD�FLXGDGDQtD�WDQ�VLQJXODU�\�SOXUDO�FRPR�OD�
de Cádiz”149.

3. El reconocimiento gaditano de los derechos civiles y políticos: los espacios sin 
iluminar del Derecho

3.1. La censitaria libertad política y la irrestricta y universal libertad civil

145   En este sentido se podría señalar cómo en el capítulo referido a las juntas electorales de parroquia (arts. 
�������VH�KDEOD�VLHPSUH�GH�YHFLQRV�\�QR�GH�IHOLJUHVHV��DVt��SRU�HMHPSOR��HO�DUW������³/DV�MXQWDV�HOHFWRUDOHV�GH�SDUUR-
quia se compondrán de todos los ciudadanos avecindados y residentes en el territorio de la parroquia respectiva”).

146 � �6REUH�HVWD�FXHVWLyQ��YpDVH�9$5(/$�68$1=(6�&$53(*1$��-���³3URSLHGDG��FLXGDGDQtD«RE��FLW�´��
apartados 14 y 15; Id.: Política y Constitución…op. cit., pp. 456-459..

147 � �&/$9(52��%���³$PRV�\�VLUYLHQWHV«´��FLW��SiJ������

148   Ob. cit. p. 46 

149   Constitución de Cádiz y ciudadanía de México…op. cit., p. 9.



Una de las características del primer constitucionalismo liberal sería el reconocimiento 
de derechos y libertades a las personas150. Como se ha adelantado en la introducción, en el 
caso español a estos efectos se distinguían claramente dos tipos de derechos o de libertades, 
a los cuales atribuían una naturaleza diferenciada: los derechos políticos y los derechos ci-
viles. De los primeros serían titulares los ciudadanos, mientras que los segundos vendrían 
reconocidos a todos los españoles –como se ha podido ver la base subjetiva de ambas ca-
tegorías, aunque con un núcleo común, no eran coincidentes, sino que había españoles que 
no eran ciudadanos-151. Así las cosas, mientras que la libertad civil se predicaba irrestricta y 
universal; los derechos políticos todavía mantenían una fuerte componente censitaria –tanto 
de corte económico como en base a exigencias culturales y de educación-.

Muy ilustrativo en este sentido resultaba el Discurso preliminar de la Constitución ga-
GLWDQD�� HQ�HO�TXH�$5*h(//(6�D¿UPDED�� ³/D�FRQYHQLHQFLD�S~EOLFD�� OD� HVWDELOLGDG�GH� ODV�
instituciones sociales no sólo pueden permitir, sino que exige muchas veces, que se suspenda 
o disminuya el ejercicio de la libertad política de los individuos que forman la nación. Pero 
la libertad civil es incompatible con ninguna restricción que no sea dirigida a determinada 
persona, en virtud de un juicio intentado y terminado según la ley promulgada con anteriori-
dad. Así es que en un Estado libre puede haber personas que por circunstancias particulares 
no concurran mediata ni inmediatamente a la formación de las leyes positivas; mas éstas 
no pueden conocer diferencia alguna de condición ni de clases entre los individuos de este 
mismo Estado. La ley ha de ser una para todos, y en su aplicación no ha de haber acepción de 
personas”. Por tanto, se predica una igualdad ante la ley, no pueden haber privilegios y todos 
los individuos que integran la nación han de quedar igualmente sometidos a la misma; ahora 
bien, no todos han de concurrir en la formación de ésta. Todos están sujetos a la ley, pero no 
todos participan de su formación.

Siguiendo estas premisas, MUÑOS TORRERO, Presidente de la Comisión Constitucional 
en las Cortes de Cádiz, de manera meridiana distinguía también estos dos tipos de derechos: 
³XQRV�FLYLOHV�\�RWURV�SROtWLFRV��ORV�SULPHURV��JHQHUDOHV�\�FRPXQHV�D�WRGRV�ORV�LQGLYLGXRV�TXH�
componen la nación, son el objeto de las leyes civiles; y los segundos pertenecen exclusiva-
mente al ejercicio de los poderes públicos que constituyen la soberanía. La Comisión llama 
españoles a los que gozan de los derechos civiles, y ciudadanos a los que al mismo tiempo 
disfrutan de los políticos… La justicia, es verdad, exige que todos los individuos de una 

150   La base de las primeras declaraciones de derechos liberales se podría encontrar en la Petition of Rights 
de 1628 y en la Ley de Habeas Corpus de 1679 inglesas; si bien, fue con las revoluciones liberales donde se conso-
lidaron las primeras declaraciones de derechos, en particular con las Bill of Rights norteamericanas –la más célebre 
fue la de Virginia de 1776-, y la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano francesa de 1789. La 
&RQVWLWXFLyQ�JDGLWDQD��DXQTXH�RSWy�SRU�QR�LQFOXLU�XQD�WDEOD�GH�GHUHFKRV�±SDUHFH�TXH�SDUD�HYLWDU�VHU�WLOGDGD�GH�³DIUDQ-
cesamiento”-, los mismos se pueden ir recogiendo a lo largo del texto constitucional. 

151   Una distinción que, por otro lado, no es exclusiva de nuestra Constitución. Así, por ejemplo, la Constitu-
ción francesa entendía que la Nación se componía de los franceses que eran nacionales y, al mismo tiempo, ciudada-
nos; pero no todos los ciudadanos iban a tener derechos políticos, diferenciando entonces entre: citoyens actifs, que 
eran titulares de los derechos políticos, siendo electores y elegibles, y para los que se exigían determinados requisitos 
HVSHFt¿FRV��\�ORV�FLWR\HQV�SDVVLIV��WLWXODUHV�GH�OD�VREHUDQtD�SHUR�QR�GHO�HMHUFLFLR�GH�GHUHFKRV�SROtWLFRV�



misma nación gocen de los derechos civiles; más el bien general, y las diferentes formas de 
gobierno, deben determinar el ejercicio de los derechos políticos”152.

Se observa así como, por lo que hace a la naturaleza de los derechos políticos, nuestros 
primeros liberales asumían que la elección de los representantes de la Nación no era un 
derecho natural que tuviera que ser reconocido a todos los miembros de la misma. Muy al 
FRQWUDULR��HVWRV�GHUHFKRV�³VyOR�GHEtDQ�UHFRQRFHUVH�D�DTXHOORV� LQWHOHFWXDOPHQWH�FDSDFHV�GH�
participar en la cosa pública”153��&RPR�LQGLFDED�$5*h(//(6�HQ�ORV�GHEDWHV�GH�ODV�&RUWHV��
³/D�QDFLyQ�GHEH�OODPDU�D�FRPSRQHUOH�±HQ�UHIHUHQFLD�D�ODV�&RUWHV��D�ORV�TXH�MX]JXH�RSRUWXQR��
3DUD�HVWR�QR�KD\�QL�SXHGH�KDEHU�UHJODV�GH�ULJXURVD�MXVWLFLD�TXH�QR�HVWpQ�VXMHWDV�D�OD�PRGL¿-
cación que exige la utilidad pública”154. La soberanía le correspondía a la Nación y eran por 
WDQWR�ODV�OH\HV�IXQGDPHQWDOHV�R�SROtWLFDV�ODV�TXH�GHEtDQ�GH¿QLU�TXp�VXMHWRV�GH�HQWUH�ORV�HVSD-
xROHV�HVWDUtDQ�OODPDGRV�D�HMHUFHU�OD�DFWLYLGDG�SROtWLFD��\�HOOR�HQ�IXQFLyQ�GHO�³LQWHUpV�JHQHUDO´��

Por el contrario, como se ha podido comprobar, la Constitución reconocía unos derechos 
civiles –genéricamente serían los derechos de libertad, de propiedad, de seguridad y de resis-
tencia a la opresión- 155��TXH�HQ�SULQFLSLR�QR�DGPLWtDQ�UHVWULFFLRQHV��(UDQ�GHUHFKRV�³JHQHUDOHV�
y comunes”, que no podían verse restringidos y sobre los que sólo cabía la igualdad en su 
sentido formal. Serían derechos inmanentes a la propia condición humana, y, por ende, indis-
ponibles por el propio Estado que, ante los mismos, tenía que reconocerlos y protegerlos. Así 
VH�GHGXFH�GHO�SURSLR�WHQRU�GH�OD�&RQVWLWXFLyQ�TXH��HQ�VX�DUW������RUGHQDED�VX�³FRQVHUYDFLyQ´�

152   Cita tomada de VARELA SUANZES-CARPEGNA, Teoría del Estado en los orígenes…ob. cit., p. 253 
–se ha actualizado la ortografía para incorporarla al texto-.

153 � �9$5(/$�68$1=(6�&$53(*1$��-���³3URSLHGDG��FLXGDGDQtD���RS��FLW�´��DSDUW�����

154 � �&LWD�WRPDGD�HQ�9$5(/$�68$1=(6�&$53(*1$��-���³3URSLHGDG��FLXGDGDQtD���RS��FLW�´��DSDUW����

155   En concreto, estos derechos como se ha dicho se distribuían a lo largo de la Constitución. Entre ellos, 
destacarían: la libertad civil y la propiedad (art. 4), el derecho al juez predeterminado por la Ley y a dirimir contien-
das ante árbitros (arts. 247 y 280), el de habeas corpus (arts. 287, 290, 293 y 300), la libertad de imprenta (art. 371), 
el derecho de petición (art. 373), la prohibición de tormento (art. 303) y la inviolabilidad del domicilio (art. 306).



D�WUDYpV�GH�OD�SURPXOJDFLyQ�GH�OH\HV�³VDELDV�\�MXVWDV´��SUHVXSRQLHQGR�VX�³SUHH[LVWHQFLD´156. 
Ahora bien, como a continuación quedará planteado, este reconocimiento universal e iguali-
tario tendría también sus límites.

3.2. La igualdad ante la Ley y la ruptura de las relaciones de sujeción
El pensamiento político anterior a las revoluciones liberales estuvo dominado, tanto en la 

Antigüedad clásica como en el medievo, por la concepción aristotélico-tomista que mantenía 
que tanto la sociedad como el poder político tenían un origen natural y, dentro de las pro-
pias sociedades, las personas eran también desiguales por propia naturaleza –las relaciones 
de supra y subordinación eran entendidas como algo natural-. En la sociedad existían unas 
relaciones de primer grado, que vinculaban a individuos de diferente condición social (amos 
y esclavos/señores y vasallos), bajo una posición de sujeción o dominio; y unas relaciones 
de segundo grado –relaciones políticas-, que se daban sólo entre los ciudadanos, entre hom-
bres libres e iguales, que eran los que participaban en la administración de la justicia y en el 
gobierno157. 

156   En este sentido, se ve como nuestra constitución gaditana se mantiene en la línea de la interpretación 
de los derechos y libertades que mantienen los principales autores de la corriente del pensamiento liberal europea. 
7RPDQGR�FRPR�UHIHUHQWH�D�/RFNH��pVWH�DVXPtD�TXH�HO�(VWDGR�WLHQH�OD�IXQFLyQ�GH�FRQ¿UPDU�\�JDUDQWL]DU�ODV�UHODFLRQHV�
sociales que mantienen los individuos entre sí como sujetos libres, iguales y propietarios, sin poder oponerse a las 
PLVPDV��³DXQTXH�HO�SRGHU�OHJLVODWLYR��«��VHD�HO�SRGHU�VXSUHPR�GHO�(VWDGR��VLQ�HPEDUJR��QR�HV��QL�SXHGH�VHU�DEVROX-
tamente arbitrario respecto de la vida y las fortunas de los ciudadanos” (LOCKE, J.: Two Treatises of Government, 
:RUNV��7�������FLWD�WRPDGD�HQ�3e5(=�52<2��-���³/RV�SUREOHPDV�EiVLFRV�GH�OD�7HRUtD�GHO�(VWDGR´��&XDGHUQRV�GHO�
Instituto García Oviedo. Universidad de Sevilla. 1977, nº 2, p. 44). En este mismo sentido, dando un salto en el 
tiempo, Kant sostiene que la constitución civil lo que viene es a asegurar a cada uno lo suyo. Y ello, lo que le corres-
ponde a cada uno, viene dado no ya por el derecho civil, sino por el derecho natural, que es expresión inmediato de 
las relaciones sociales de producción. El Estado se subordina, por tanto, a las relaciones sociales y debe respetar por 
ende la libertad y propiedad de los individuos.

Frente a la línea liberal se sitúa la corriente democrática con Rousseau como principal exponente. Según este 
DXWRU��OD�FOiXVXOD�GH¿QLWRULD�GH�VX�FRQWUDWR�VRFLDO�GHWHUPLQD�TXH�ORV�FLXGDGDQRV�YDQ�D�HQDMHQDU�WRGRV�VXV�GHUHFKRV�
a favor de la comunidad. El ciudadano sólo dispondría entonces de una libertad-participación en el poder político, 
pero carecería de derecho alguno sobre la comunidad política. Existiría así un sometimiento absoluto a la voluntad 
JHQHUDO��TXH�WRGR�OR�SXHGH��VLHQGR�pVWD�OD�VXPD�GH�ODV�YROXQWDGHV�SDUWLFXODUHV��6LQ�HPEDUJR��HVWD�D¿UPDFLyQ�LQLFLDO�
GHEH�VHU�PDWL]DGD��5RXVVHDX�DVXPH�TXH�OD�OLEHUWDG�HQ�HO�VHQWLGR�GH�SDUWLFLSDFLyQ�QR�GH¿QH�HQ�UHDOLGDG�OD�OLEHUWDG�GH�
los ciudadanos, sino que se trata de un mero instrumento para garantizar la verdadera libertad ciudadana, que es la 
libertad privada. En este sentido, admite la conservación privada de la libertad, compatible con el poder absoluto del 
Estado, y determina que en su contrato social lo que se va a establecer es un compromiso de que todos los ciudadanos 
van a gozar de los mismos derechos y libertades, de tal manera que podrán conservar su libertad y propiedad excepto 
en la medida que sea necesario para poner en práctica los intereses de la sociedad. Ahora bien, sería el soberano 
quien decidirá aquello que es de interés para la sociedad, pero sin que éste pudiera imponer unas cargas inútiles a 
los individuos. Los individuos se someten, por tanto, a la voluntad general; pero sin que ésta pueda actuar de manera 
³GHVSURSRUFLRQDGD´�R��PHMRU�GLFKR��HQWURPHWHUVH�VLQ�UD]yQ�UHDO�HQ�VX�SURSLD�OLEHUWDG�LQGLYLGXDO�

157   A este respecto, vid. PÉREZ ROYO, J.: ob. cit., pp. 15-25.



Una línea de pensamiento que empieza a romperse en el s. XVII158 cuando se van introdu-
ciendo las teorías que reconocen el origen contractual del Estado y la base igualitaria de todas 
las personas en torno a un fundamento iusnaturalista e individualista159, las cuales se verán 
FRQVROLGDGDV�FRQ�HO�FRQVWLWXFLRQDOLVPR�OLEHUDO�GH�¿QDOHV�GHO�;9,,,�\�GHO�;,;160. 

Pues bien, tratando de poner en relación estas premisas con el reconocimiento de los 
derechos podríamos observar cómo en nuestro constitucionalismo doceañista la Constitución 
rompía –en principio- con esas relaciones sociales de primer grado, con las relaciones de 
sujeción, al establecer con carácter general que todas las personas que integraban la Nación, 
\�SRU�WDQWR�TXH�IRUPDEDQ�SDUWH�GH�OD�³FRPXQLGDG�FLYLO´��LEDQ�D�WHQHU�UHFRQRFLGDV�XQDV�OLEHUWD-
des civiles y, aunque no pudieran intervenir en la política, al menos sí que serían reconocidos 
como iguales ante las leyes. En el Constitucionalismo gaditano se partirá del principio de 
igualdad –y no de la desigualdad natural (al menos desde un punto de vista del reconocimien-
to de derechos)- y no cabían ya leyes privilegiadas para grupos o personas; éstas debían ser 
universales y vincular a todos por igual. 

Ahora bien, nos encontramos sin embargo con excepciones a este principio, ya que, como 
se ha presentado anteriormente, bajo nuestra primera Constitución liberal todavía se presu-
ponía la existencia de la esclavitud. Habría así grupos humanos que todavía iban a quedar 
sometidos a relaciones de sujeción. Incluso, sin llegar a los esclavos, también se han señalado 
otros grupos que, siendo parte de la comunidad, no iban a ser considerados como españoles. 
8QD�FXHVWLyQ�TXH�H[LJH��SRU�WDQWR��SDUDUVH�D�UHÀH[LRQDU�VREUH�HO�YDORU�GH�HVD�SUHWHQGLGD�XQL-
versalidad de las libertades civiles de nuestro primer constitucionalismo.

3.3. La “universalidad” en el reconocimiento de los derechos civiles: contraste entre 
el fundamento iusnaturalista, los sujetos “tutelados” y las reminiscencias de un nacio-
nalismo metropolitano.

Se ha comprobado cómo, a pesar de los presupuestos iusnaturalistas y universalistas que 
fundaban del primer liberalismo constitucional -del gaditano pero también del resto del mun-
do-, nos encontrábamos, sin embargo, con la paradoja de que se mantuvieran sectores de la 
población que iban a estar excluidos del reconocimiento de determinados derechos y liberta-

158   Ya en el humanismo cristiano de los siglos XVI-XVII se empieza a dar esta quiebra. Sirva como ejemplo 
Francisco DE VITORIA en su defensa de los indios bárbaros. Así, por ejemplo, matizando la lectura de Aristoteles, 
D¿UPD��³)DOWD��SXHV��TXH�UHVSRQGDPRV�D�ORV�DUJXPHQWRV�HQ�FRQWUD��GRQGH�VH�DUJ�tD�TXH�HVWRV�EiUEDURV�SDUHFtDQ�VHU�
siervos por naturaleza, por ser poco capaces de gobernarse incluso a sí mismos con su razón. A ello contesto que cier-
tamente Aristóteles no quiso decir que los que tienen poco ingenio sean por naturaleza siervos, y no tengan dominio 
ni de sí mismos ni de sus cosas. Pues aquí se trata de la servidumbre civil y legítima, y por esta servidumbre nadie 
es siervo por naturaleza (…) sino que quiere enseñar que tienen necesidad de ser dirigidos y gobernados por otros; 
y que es bueno para ellos estar sometidos a otros como los hijos, antes de la edad adulta, necesitan estar sometidos 
a los padres, y la mujer al marido” (Sobre el poder civil. Sobre los indios. Sobre el derecho de la guerra. Luis Frayle 
Delgado (Estudio preliminar, traducción y notas) y José-Leandro Martínez-Cardós Ruiz (Comentario crítico). Ma-
drid: Tecnos, 2007, p. 83).

159   A este respecto, vid. PÉREZ LUÑO, A. E.: Los Derechos Fundamentales. 10ª Ed. Madrid: Tecnos, 2011, 
pp. 29 y ss.

160   Sobre esta cuestión, aplicado al marco concreto de la Constitución de Cádiz, vid. VARELA SUANZES-
CARPEGNA, J.: La Teoría del Estado en las Cortes de Cádiz, ob. cit..



des161. Una paradoja que, en todo caso, creo que debemos interpretarla quitándonos las lentes 
de lo que hoy día son nuestros derechos humanos y asumiendo que el reconocimiento de los 
mismos hay que contemplarlo dentro de una lógica histórica, en la cual estos han podido ir 
FRQVROLGiQGRVH�\�D¿UPiQGRVH�D�WUDYpV�GH�XQ�FDPLQR�QR�H[HQWR�GH�PHDQGURV�

(Q�HVWH�SXQWR��DXQTXH�DOJXQRV�DXWRUHV�VH�UH¿HUHQ�D�GHUHFKRV�KXPDQRV�SDUD�KDEODU�GH�ORV�
derechos civiles reconocidos por el primer constitucionalismo162, creo que sólo de manera 
LPSURSLD�VHUtD�DGPLVLEOH�HVWD�GHQRPLQDFLyQ��6HUtDQ��PiV�ELHQ��XQRV�³SURWR�GHUHFKRV�KXPD-
nos”; el germen de lo que luego serían aquellos. Para que se pueda hablar de unos derechos 
humanos es necesario que éstos se reconozcan con independencia de cualquier factor étnico, 
sexual, nacional; unos derechos inherentes a la propia condición de ser humano163. Algo que 
no ocurría con estos primeros derechos.

Así las cosas, dejando de lado los derechos políticos, se ha visto cómo habría grupos de 
personas a los que o bien no se les reconocían los derechos civiles, o bien los mismos se les 
reconocían pero de manera restringida. Una cuestión que llama a acercarse a descubrir el 
estatuto concreto que mantendrían los sujetos excluidos, si bien su análisis pormenorizado 
trasciende a las posibilidades del presente estudio y únicamente se podrán realizar ahora 
algunas consideraciones de tipo general. 

De esta manera, el primero de estos grupos de personas eran las mujeres, que, como se ha-
bía analizado, tenían un reconocimiento limitado de sus derechos civiles. Se podría decir que 
ODV�PXMHUHV��LJXDO�TXH�ORV�PHQRUHV��VH�HQFRQWUDUtDQ�HQ�XQ�HVWDGR�GH�³OLEHUWDG�WXWHODGD´��(Q�
cuanto a los indios bravos, veíamos que también quedaban excluidos de su reconocimiento 
FRPR�HVSDxROHV��OR�TXH�VLJQL¿FDUtD�HQWRQFHV�VX�SULYDFLyQ�GH�ORV�GHUHFKRV�FLYLOHV��$KRUD�ELHQ��
creo que, analizando su situación concreta, aunque es cierto que había posturas extremistas 
TXH�HQWHQGtDQ�TXH�DTXHOORV�TXH�QR�TXHUtDQ�LQWHJUDUVH�HUDQ�³HQHPLJRV�GHO�JpQHUR�KXPDQR´�

161 � �$�HVWH�UHVSHFWR��YpDQVH�ODV�UHÀH[LRQHV�TXH�UHDOL]D�%��&/$9(52�KDEODQGR�GH�OD�H[LVWHQFLD�GH�XQ�³XQL-
YHUVDOLVPR�IUDXGXOHQWR´�\�SODQWHiQGRVH�FyPR�³OD�KLVWRULD�GH�ORV�GHUHFKRV�VH�YXHOYH�HQ�KLVWRULD�GH�ORV�SRGHUHV�FRQ�
el trámite de las instituciones”, de tal manera que los historiadores se han centrado en comprobar que existían unos 
poderes, unas estructuras que en principio garantizaban tales derechos o libertades civiles, pero luego no se paraban 
a descubrir los grupos sociales que quedaban excluidos de esa protección (El orden de los poderes. Madrid: Trotta, 
2007, pp. 286-288).

162 � �$Vt��SRU�HMHPSOR��0��48,-$'$�D¿UPD�TXH�OD�&RQVWLWXFLyQ�JDGLWDQD�GLVWLQJXH�HQWUH�TXLHQHV�³GHWHQWDQ´�
±SRU�FLHUWR�KDFLHQGR�XQ�XVR�LQDGHFXDGR�GH�HVWD�SDODEUD�FX\R�VLJQL¿FDGR�HV�UHWHQHU�OR�TXH�QR�OH�SHUWHQHFH�D�XQR��
³GHUHFKRV�KXPDQRV�\�FtYLFRV�±HQ�WDQWR�TXH�WLWXODUHV�GH�OD�VREHUDQtD�´�\�TXLHQHV�VRQ�WLWXODUHV�GH�³GHUHFKRV�SROtWLFRV´��
+DEOD�GH�XQRV�³GHUHFKRV�KXPDQRV�\�FLYLOHV�TXH�WRGDV�ODV�&RQVWLWXFLRQHV�GH�OD�pSRFD�JDUDQWL]DEDQ�DO�FROHFWLYR�TXH�
era depositario de la soberanía, fuera la nación o el pueblo” (Ob. cit., pp. 21 y 23).

163   Para una aproximación este concepto, entre otros, vid. PÉREZ LUÑO, A-E.: Ob. cit. También, diferen-
FLDQGR�ORV�GHUHFKRV�IXQGDPHQWDOHV�GHO�FRQFHSWR�GH�GHUHFKRV�KXPDQRV��YLG��&58=�9,//$/Ï1��3���³)RUPDFLyQ�
y evolución de los derechos fundamentales (1988)”, en La curiosidad del jurista persa, y otros estudios sobre la 
Constitución. 2ª Ed. Madrid: CEPC, 2006, pp. 175-204.



y en consecuencia incluso se les podía exterminar164; en realidad la Constitución gaditana 
trataba de garantizar la tutela y protección de esos grupos indígenas no integrados –así, por 
ejemplo, el art. 335.10º-. Un posición acorde a los postulados reconocidos en nuestro país 
GH�UHVSHWR�D�ORV�LQGtJHQDV��WDO�\�FRPR�KDEtDQ�VLGR�¿MDGRV�\D�VLJORV�DQWHV�SRU�DXWRUHV�FRPR�
Francisco DE VITORIA y Bartolomé DE LAS CASAS. En cuanto a la situación de los escla-
YRV��QR�HV�TXH�HVWXYLHUDQ�VXMHWRV�D�XQD�VLWXDFLyQ�GH�³OLEHUWDG�WXWHODGD´�FRPR�ORV�DQWHULRUHV��
sino que los mismos sí que quedarían bajo sujeción plena a sus dueños y no tendrían por tanto 
derechos civiles, se les negaría su condición humana.

(Q�HVWH�SXQWR��\�HQ�UHODFLyQ�HQ�SDUWLFXODU�FRQ�ODV�H[FOXVLRQHV�GH�tQGROH�³UDFLDO´�R�³FXOWX-
ral” de indios y esclavos, un sector doctrinal encabezado por B. CLAVERO viene sostenien-
do que la quiebra de esta universalidad podría erradicar en el hecho de que nuestra primera 
&RQVWLWXFLyQ�WRGDYtD�PDQWHQtD�XQD�FLHUWD�LPSURQWD�³QDFLRQDOLVWD´��HO�UHFRQRFLPLHQWR�GH�HVWRV�
derechos quedaba vinculado de manera estrecha al mantenimiento de una identidad nacional. 
Estos derechos civiles se reconocían no tanto como unos derechos inherentes a la naturale-
za humana, sino como derechos básicos para el mantenimiento de la vida en comunidad y, 
en consecuencia, reservados a aquellos que componían la Nación. La identidad nacional se 
FRQYHUWtD�DVt�HQ�XQD�VXHUWH�GH�³SUH�UHTXLVLWR´�SDUD�SRGHU�VHU�UHFRQRFLGR�FRPR�VXMHWR�GH�WDOHV�
derechos y libertades civiles. Algo con lo que no cumplirían ni los esclavos, por su condición 
infamante, ni los indios bárbaros, por no estar integrados culturalmente.

Parece, por tanto, que las primeras constituciones liberales asumirían todavía una posi-
ción euro-céntrica, de forma que los derechos y libertades civiles sólo les correspondían a 
DTXHOORV�TXH�HUDQ�³FLYLOL]DGRV´��\��SDUD�FRQVLGHUDUVH�FLYLOL]DGR��KDEtD�TXH�UHVSRQGHU�DO�³PR-
delo europeo”. Se construían unas categorías de derechos con vocación universalista, pero 
a partir de un modelo concreto, el propio de la cultura occidental. B. CLAVERO lo resume 
FRQ�JUDQ�SUHFLVLyQ��³1R�KD\�VXMHWRV�LQGLYLGXDOHV�VXHOWRV�D�ORV�HIHFWRV�GH�UHFRQRFLPLHQWR�\�
garantía de libertades (…). Todos y todas se encuentran, nos encontramos, en el seno de co-
munidades humanas que pudieran prestar lo uno y lo otro, el reconocimiento y la garantía de 
derechos. (…) Hay, para el concepto europeo, naciones por doquier. Diciéndolo mejor, hay 
para Europa Naciones y naciones (…). Las primeras cuentan con la capacidad de constituirse 
a sí misma en consideración y garantía de los derechos de sus individuos, mientras que las 
segundas lo que tienen es la obligación de subsumirse en las otras como condición para el ac-
ceso a la libertad con todo el costo humano que esto supusiera. ¿Cómo se hace la distinción? 
Parece fácil. Se emplea el test de civilización conforme siempre al concepto o más bien el 
prejuicio de Europa”165.

164   Muy expresiva es la referencia que recoge B. CLAVERO del capítulo que dedica A. BELLO a la guerra 
en su obra Principios de Derecho internacional, donde se asume lo que era admitido como principio general del 
GHUHFKR�LQWHUQDFLRQDO�LQWHUDPHULFDQR��TXH�³8Q�SXHEOR�EiUEDUR��TXH�GHVFRQRFH�ORV�GHEHUHV�GH�OD�KXPDQLGDG�\�ODV�
leyes de la guerra, debe mirarse como enemigo del género humano” (El origen de los poderes…ob. cit., nota 119 en 
p. 230).

165   El orden de los poderes…ob. cit., pp.249 y 250.



4. A modo de conclusiones
A lo largo del presente estudio se ha tratado de presentar el reconocimiento de los de-

rechos, tanto civiles como políticos, que realizaba nuestra Constitución gaditana, ello en el 
PDUFR�JHQHUDO�GH�OR�TXH�VHUtD�HO�SULPHU�OLEHUDOLVPR�GH�¿QDOHV�GHO�V��;9,,,�\�SULQFLSLRV�GHO�
XIX. Se veía como nuestra Constitución doceañista distinguía tres importantes categorías: la 
Nación, ente intangible integrado por la reunión de los españoles y titular de la soberanía; los 
ciudadanos, que eran aquellos españoles con derechos políticos; y los españoles, base subje-
tiva de la Nación. Todo español, entonces, con independencia de que fuera reconocido como 
ciudadano, era titular de los derechos civiles -ello en contraste con los derechos políticos 
cuya titularidad y ejercicio podía ser restringida166-. Se asumía el fundamento iusnaturalista 
FDUDFWHUtVWLFR�GHO� OLEHUDOLVPR�FRQVWLWXFLRQDO��SRU�HO� FXDO� VH�D¿UPDED� OD�H[LVWHQFLD�GH�XQRV�
derechos naturales y universales, y, frente al sistema estamental, se predicaba la igualdad 
formal de todos ante la Ley. Ahora bien, al mismo tiempo se ha podido comprobar como en 
HO�UHFRQRFLPLHQWR�GH�HVWRV�GHUHFKRV�FLYLOHV�WDPELpQ�KDEtD�OtPLWHV�D�VX�³XQLYHUVDOLGDG´��

En este primer constitucionalismo quedaban todavía puntos ciegos para el reconocimien-
to de derechos de la persona: los esclavos, a quienes no se les reconocía como titulares de 
GHUHFKRV�FLYLOHV��R� ORV� LQGLRV�EUDYRV�\� ODV�PXMHUHV��TXH�YLYtDQ�XQD�³OLEHUWDG� WXWHODGD´��<��
tanto más, los derechos políticos se ha visto cómo quedaban limitados a los españoles –por 
ambas líneas-, varones, libres y católicos (¿?), con una cierta capacidad económica y nivel 
educativo. 

Así las cosas, en una primera valoración se observa cómo el constitucionalismo liberal 
sirvió para sentar las bases sobre las que ir limitando el poder soberano a través del reconoci-
miento de unos derechos civiles con un carácter vocacionalmente universal. Una concepción 
liberal de los derechos que, si bien es cierto que hoy día se ha visto parcialmente superada por 
la adición de otras dimensiones –como la social-, no puede quedar olvidada. 

No puede ser olvidada porque ha sido sólo a través de un largo camino cuando se ha 
ORJUDGR�DOFDQ]DU�XQD�YHUGDGHUD�³XQLYHUVDOLGDG´�HQ�HO�UHFRQRFLPLHQWR�GH�QXHVWURV�GHUHFKRV�
como personas que limite efectivamente el poder político. Hoy todos los individuos somos 
humanos y gozamos de una dignidad que nos debe ser respetada. Esa es la base esencial de 

166 � �6H�KD�YLVWR�FRPR�QXHVWUD�SULPHUD�&RQVWLWXFLyQ� OLEHUDO�D¿UPDED�XQRV�GHUHFKRV�SROtWLFRV� UHFRQRFLGRV�
de manera censitaria, no sólo en el plano económico sino también en cuanto a la preparación y educación de los 
que podían participar de los asuntos públicos; un pensamiento que, por cierto, se extiende cada vez más en nuestra 
VRFLHGDG�±QR�Vp�VL�GDGDV�ODV�³YLUWXGHV´�GH�QXHVWURV�SROtWLFRV���9DOJDQ�DTXt�ODV�SURYRFDGRUDV�UHÀH[LRQHV�GH�*LRYDQQL�
SARTORI quien, aunque tratando un tema distinto pero con el que se puede ver el vínculo común de que la sociedad 
GHEH�HVWDU�UHJLGD�SRU�SHUVRQDV�SUHSDUDGDV��\R�GLUtD�TXH�QR�VyOR�FLHQWt¿FDPHQWH�VLQR�WDPELpQ�GH�PRUDO�LUUHSUHQVLEOH���
plantea la cuestión del demos debilitado en nuestras democracias y critica duramente a aquellos que para solucionar 
ORV�SUREOHPDV�UHFXUUHQ�DO�GLUHFWLVPR��D�OD�GHPRFUDFLD�GLUHFWD��<�D¿UPD�TXH�SDUD�TXH�GH�YHUGDG�SXGLHUD�VHU�pVWD�XQD�
VROXFLyQ�³D�FDGD�LQFUHPHQWR�GH�GHPR�SRGHU�GHEHUtD�FRUUHVSRQGHUOH�XQ�LQFUHPHQWR�GH�GHPR�VDEHU��'H�RWUR�PRGR�OD�
democracia se convierte en un sistema de gobierno en el que son los más incompetentes los que deciden. Es decir, 
XQ�VLVWHPD�GH�JRELHUQR�VXLFLGD´��$�OR�TXH�DxDGH��³/RV�©GLUHFWLVWDVª�GLVWULEX\HQ�SHUPLVRV�GH�FRQGXFLU�VLQ�SUHJXQ-
WDUVH�VL�ODV�SHUVRQDV�VDEHQ�FRQGXFLU´��\��FRQFOX\H��³6X�DUJXPHQWR�>HO�GH�ORV�GLUHFWLVWDV@�HV�pVWH��VL�FRQVLGHUDPRV�TXH�
el elector es capaz de elegir entre varios candidatos, ¿por qué no podría ser capaz de decidir sobre las cuestiones? 
Como ya hemos visto, la respuesta es que la diferencia entre las dos cosas es enorme” (Homo videns. La sociedad 
teledirigida. Ana Díaz Soler (Trad.). 8ª Ed. Madrid: Taurus, 2008. Citas en pp. 128-129 y 132.



los derechos humanos. Que todas las personas, por el hecho de serlo, tienen reconocidas unas 
libertades y derechos naturales, indisponibles por ningún poder. Nadie, no hay poder social 
QL�SROtWLFR�TXH�SXHGD�YHQLU�D�WUDWDU�GH�GH¿QLU�TXLpQHV�VRQ�KXPDQRV�QHJiQGROHV�VXV�GHUHFKRV�
naturales. Humanos somos todas y todos los que pertenecemos a ese género natural, y todos 
y todas somos titulares de tales derechos. Algo que nos exige asumir que el fundamento de 
los derechos humanos es iusnaturalista, aunque como señala acertadamente PÉREZ LUÑO, 
sea un iusnaturalismo crítico167. Sinceramente, creo que no puede haber otro y, aún más, esa 
creo que es su grandeza.

Ahora bien, estos logros no son irreversibles y la historia en este punto es tozuda. A lo 
largo de este período ha habido grandes avances, pero también terribles retrocesos. Y eso 
tampoco lo podemos olvidar, porque nunca estamos asegurados de repetir errores de nuestra 
historia. No queda tan lejano, y menos aún si hablamos en términos históricos, el Holocausto 
nazi o los gulags soviéticos, o los distintos genocidios cometidos en guerras regionales a 
lo largo de estos dos últimos siglos. Se equivocará quien piense que estos terribles sucesos 
fueron fruto de la inconsciencia. 

El nazismo, como exponente máximo de esta barbarie, tuvo una legalidad, incluso tuvo 
XQD�MXVWL¿FDFLyQ�VRFLR�MXUtGLFD�\�¿ORVy¿FR�SROtWLFD��)XH��LQFOXVR��FRPR�VHxDOD�=��%$80$1��
un terrible fruto de la modernidad168. Las mayores barbaries del nazismo encontraban su jus-
WL¿FDFLyQ�HQ�OD�QHJDFLyQ�GH�OD�SHUVRQDOLGDG�GH�ORV�VXMHWRV��6H�SRGtDQ�H[WHUPLQDU�VXMHWRV�SRU-
que en realidad no eran reconocidos como personas. Persona era sólo aquél que se integraba 
en esa Nación alemana, aquel que compartía con ella unos rasgos nacionales y que la respeta-
ba. Por tanto, quienes no compartían esa identidad –racial y cultura- o bien no respetaban a la 
sociedad al cometer algún crimen, quedaban fuera de ella, ya no eran considerados personas, 
y, por tanto, ningún derecho les asistía169��(V�FLHUWR��\D�OR�GLMR�0��/87+(52��³MXULVWDV��PD-
los cristianos”170��3HUR�HVR�QR�OR�MXVWL¿FD��QR�SHUPLWH�TXH�OR�ROYLGHPRV�R�OR�PLQXVYDORUHPRV��
\�PHQRV�D~Q�HQ�XQRV�WLHPSRV�HQ�ORV�TXH�³KXHOH�D�D]XIUH´�

Es por ello que la conclusión de este trabajo he querido centrarla entonces en esta pro-
\HFFLyQ�GH�IXWXUR�D�PRGR�GH�LQYLWDFLyQ�SHUVRQDO�D�OD�UHÀH[LyQ�\�D�OD�LQYHVWLJDFLyQ��+R\��LQL-

167   Cfr. PÉREZ LUÑO, A. E., ob. cit., pág. 126 y ss. En concreto, sirva como botón de muestra de sus 
UHÀH[LRQHV��DTXt�FRPSDUWLGDV�� OD�VLJXLHQWH�FLWD��³«�HO�SODQWHDPLHQWR�PiV�DSWR�SDUD�DERUGDU�\�H[SOLFDU� OD�IXQGD-
mentación e interpretación de nuestro sistema constitucional de derechos fundamentales, era el del iusnaturalismo 
FUtWLFR��(VWD�SRVWXUD�VLW~D�OD�MXVWL¿FDFLyQ�GH�ORV�YDORUHV�\�GHUHFKRV�EiVLFRV�HQ�XQD�DFWLWXG�LQWHUVXEMHWLYLVWD��HV�GHFLU��
en el reconocimiento de la posibilidad de que la razón práctica llegue a un consenso, abierto y revisable, sobre el 
fundamento de tales derechos y valores. Consenso que, por otra parte, lejos de traducirse en fórmulas abstractas y 
vacías, recibe su contenido material del sistema de necesidades básicas o radicales que constituyen su soporte antro-
pológico” –pág. 134- (cursivas mías).

168   BAUMAN, Z.: Modernidad y Holocausto. 5ª ed. Madrid: Sequitur, 2010.

169 � �$�HVWH�UHVSHFWR��YLG��3e5(=�/8f2��$��(��³(O�(VWDGR�WRWDOLWDULR�FRQWUD�HO�GHUHFKR�VXEMHWLYR��/D�WHRUtD�
jurídica de Kart Larenz”. Sistema 212. 2009. 

170   Así se titula un artículo sobre abogacía y ética jurídica de M. LA TORRE (Derechos y libertades: Revis-
ta del Instituto Bartolomé de las Casas. 2003, nº 12, pp. 71-110), disponible en Internet: http://e-archivo.uc3m.es/
ELWVWUHDP��������������'\/������9,,,����/D���7RUUH�SGI



ciado ya el siglo XXI, nos llega un nuevo olor, vuelve un olor rancio, algo distinto pero con 
SHOLJURVDV�VLPLOLWXGHV��6H�GHVSLHUWD�XQ�QXHYR�³GHVSRWLVPR�FRQVWLWXFLRQDO´�HQ�OD�OXFKD�FRQWUD�
HO�WHUURULVPR��(PLQHQWHV�MXULVWDV�DYDODQ�TXH�KD\�SHUVRQDV�TXH�QR�VRQ�WDQ�SHUVRQDV��6RQ�³HQH-
migos” que no pueden ser tratados como criminales dentro del marco constitucional, sino 
TXH�KD\�TXH�GHVKXPDQL]DUORV��+D\�TXH�FUHDU�QXHYRV�SXQWRV�FLHJRV��(O�QXHYR�³EiUEDUR´�HV�
HO�WHUURULVWD��(O�WHUURULVWD�QR�HV�SHUVRQD��(V�OD�³JXHUUD�FRQWUD�HO�WHUURU´�JHQHUDQGR�WHUURU��(O�
SRGHU�VH�GHVDWD��YXHOYH�HVH�FRORQLDOLVPR�TXH�SUHWHQGH�H[WHQGHU�OD�FLYLOL]DFLyQ�D�HVDV�³QD-
ciones menores”, a aquellos que, en términos del afortunadamente ya anterior Presidente 
QRUWHDPHULFDQR��LQWHJUDQ�HO�³D[LV�RI�HYLO´��&RQWUD�HVWDV�QDFLRQHV��FRQWUD�VXV�LQWHJUDQWHV��QR�
hay límites; el poder desnudo, la fuerza bélica más absoluta. Serán erradicados. No habrá 
WUHJXD�QL�FXDUWHO��SHUR�WDPSRFR�KDEUi�'HUHFKR��³,W�LV�QRW�HQRXJK�WR�VHUYH�RXU�HQHPLHV�ZLWK�
OHJDO�SDSHUV´� >QR�HV�VX¿FLHQWH� UHVSRQGHU�D�QXHVWURV�HQHPLJRV�FRQ�SDSHOHV� OHJDOHV@��FRPR�
dijera el Presidente Bush171. No obstante, no son los únicos. El poder se desata oyendo el 
canto de la lucha contra el terrorismo, pero hay otros terrores, y, una vez suelto, se entra en 
una pendiente muy resbaladiza. Así, postulados como los del Derecho penal del enemigo no 
VyOR�VH�D¿UPDQ�IUHQWH�D�WHUURULVWDV��VLQR�TXH�VXV�SUpGLFDV�SXHGHQ�DIHFWDU�D�RWURV�VXMHWRV�HQ�
XQD�VRFLHGDG�GH�OD�HPHUJHQFLD��$�DTXHOORV�TXH�HO�SURSLR�SRGHU�GH¿QD�FRPR�³XQSHUVRQHQ´��
Hay que buscar, dicen aquellos que avalan tales prédicas, nuevas fórmulas para defender a 
la sociedad. Nuestra seguridad está en juego; así que renunciemos a la libertad. Apoderemos 
nuevamente al soberano para que éste pueda expulsar de la sociedad a quienes la pongan en 
riesgo –antes incluso de que la dañen-. Un poder que, al negar sus derechos más básicos a 
SHUVRQDV��DO�VHxDODU�TXH�KD\�³HQHPLJRV´�GH�OD�VRFLHGDG�TXH�GHEHQ�VHU�QHXWUDOL]DGRV��MXHJD�D�
VHU�'LRV��TXLHUH�GH¿QLU�OR�TXH�VyOR�OD�QDWXUDOH]D�SXHGH�KDFHU��SRUTXH�WRGR�KRPEUH�WLHQH�SRU�
el sólo hecho de serlo una dignidad inviolable e irrenunciable.

Cuando el péndulo de la Historia vuelva a cambiar su sentido, ésta juzgará. El problema 
es que sea demasiado tarde y nuevamente la Gran Europa, imagen de occidente, haya vuelto 
a permitir la masacre del individuo en aras de alcanzar su seguridad. Paradójico. Sirva así 
este ensayo para alzar la voz, para no olvidar; porque, como advertía I. BERLIN, cuando se 
KD�SHUPLWLGR�XQ�SRGHU�SROtWLFR�DEVROXWR��LQFOXVR�FXDQGR�HO�PLVPR�VH�KD�WUDWDGR�GH�MXVWL¿FDU�
en los más nobles ideales, ello ha llevado inexcusablemente a la masacre de la persona172.

171 � �³,�NQRZ�WKDW�VRPH�SHRSOH�TXHVWLRQ�LI�$PHULFD�LV�UHDOO\�LQ�D�ZDU�DW�DOO��7KH\�YLHZ�WHUURULVP�PRUH�DV�D�
FULPH��D�SUREOHP�WR�EH�VROYHG�PDLQO\�ZLWK�ODZ�HQIRUFHPHQW�DQG�LQGLFWPHQWV��$IWHU�WKH�:RUOG�7UDGH�&HQWHU�ZDV�¿UVW�
attacked in 1993, some of the guilty were indicted, tried, convicted, and sent to prison. But the matter was not settled. 
The terrorists were still training and plotting in other nations, and drawing up more ambitious plans. After the chaos 
and carnage of September 11th, it is not enough to serve our enemies with legal papers. The terrorists and their sup-
porters declared war on the United States and war is what they got (…) America will never seek a permission slip to 
defend the security of our country.” George W. Bush, SOTU Speech, 1/20/04.

172 � �'RV�FRQFHSWRV�GH�OLEHUWDG�\�RWURV�HVFULWRV��0DGULG��$OLDQ]D��������6HFFLyQ�9,,��³/LEHUWDG�\�VREHUDQtD´��
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